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Providencia:

Sentencia de 8 de mayo de 2019

Radicación Nro.:
66001-31-05-002-2016-00161-01

Proceso:

Ordinario Laboral

Demandante:

Nancy Gutiérrez Lozano

Demandado:

Colpensiones 

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Segundo Laboral del Circuito

TEMAS:
PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES / EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003 / REQUISITOS PARA LOS HIJOS MENORES DE EDAD O ESTUDIANTES Y PARA QUIEN ALEGUE LA CALIDAD DE COMPAÑERO PERMANENTE.
Causada la pensión de sobrevivientes en los términos establecidos en el artículo 46 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, le corresponde a los beneficiarios para acceder al derecho, acreditar los requisitos exigidos en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003.

En el caso de los hijos, establece el literal c) de la norma en comento, que tendrán derecho a la prestación económica, aquellos que a la fecha del deceso tengan cumplidos menos de 18 años; mientras que quienes estén en el rango de 18 a 25 años de edad, deberán acreditar para aspirar al derecho, que dependían económicamente del causante por estar incapacitados para trabajar en razón de sus estudios; y finalmente todos aquellos hijos inválidos, siempre y cuando demuestren que dependían económicamente del progenitor fallecido.

Ahora, cuando quienes aspiran a ser reconocidos como beneficiarios alegan la calidad de compañeros permanentes, establece el literal a) ibídem que deberán probar que estuvieron conviviendo de manera continua e ininterrumpida con el causante, por lo menos dentro de los cinco (5) años anteriores al deceso.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
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MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, ocho de mayo de dos mil diecinueve, siendo las ocho y cuarenta y cinco minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 5 de abril de 2018, reconstruida el 24 de agosto de 2018, dentro del proceso promovido por la señora NANCY GUTIÉRREZ LOZANO en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, al cual fueron vinculados APOLONIO, YAKELINE y NATALIA HERNÁNDEZ GUTIÉRREZ, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2016-00161-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Nancy Gutiérrez Lozano que la justicia laboral declare que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes causada con el deceso del pensionado Gabriel de Jesús Hernández Hernández y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 26 de diciembre de 2015, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.
Refiere que el señor Gabriel de Jesús Hernández Hernández, a quien el ISS le reconoció la pensión de vejez en la resolución Nº 3130 de 1988, falleció el 26 de diciembre de 2015, día en que finalizaron más de 15 años de convivencia continua e ininterrumpida entre ellos; dentro de la relación marital de hecho se procrearon tres hijos que responden a los nombres de Natalia, Yakeline y Apolonio Hernández Gutiérrez, quienes a la fecha de presentación de la demanda cuentan con 22, 19 y 18 años respectivamente; luego de solicitar el reconocimiento de la sustitución pensional, la Administradora Colombiana de Pensiones emitió la resolución Nº GNR 76375 de 11 de marzo de 2016 por medio de la cual negó el derecho, argumentando que no se había acreditado el requisito de convivencia exigido en la Ley, a pesar de haber aportado las pruebas que dan fe de ello.

Al dar respuesta a la demanda –fls.30 a 34- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó el contenido de los actos administrativos relacionados previamente y dijo no constarle los demás hechos relatados por la actora. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que pretende hacer valer.
Por medio de auto de 8 de marzo de 2017 –fl.76- el juzgado de conocimiento ordenó integrar el contradictorio con Natalia, Yakeline y Apolonio Hernández Gutiérrez, hijos de la demandante y el causante, no obstante, después de ser notificados del auto admisorio de la demanda –fls.81, 82 y 83- dejaron correr el término de traslado para responder el libelo introductorio en silencio.
En sentencia de 5 de abril de 2018, reconstruida el 24 de agosto de 2018, la funcionaria de primer grado declaró que la señora Nancy Gutiérrez Lozano y el joven Apolonio Hernández Gutiérrez en calidad de compañera permanente e hijo menor de edad al momento del deceso del señor Gabriel de Jesús Hernández Hernández, son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes que él dejó causada con su fallecimiento, a partir del 26 de diciembre de 2015 en cuantía mensual equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y con derecho a 13 mesadas anuales, en un 50% a favor de cada uno.
Posteriormente determinó que a partir del 4 de febrero de 2016, cuando el joven Apolonio cumplió 18 años de edad, y al no estar acreditado que continuó estudiando, la porción que a él le correspondió, acreció la de su madre Nancy Gutiérrez Lozano, correspondiéndole en consecuencia el 100% de la prestación económica.

Luego de liquidar el retroactivo pensional causado entre el 26 de diciembre de 2015 y el 31 de julio de 2018, reconoció también a favor de la demandante y el vinculado Apolonio Hernández Gutiérrez los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1994 a partir del 11 de junio de 2016 y hasta que se efectué el pago total de la obligación.

No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resulta condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.  
En este estado se corre traslado a los apoderados para que presentes sus alegatos.
Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURÍDICO:

¿Acreditaron la señora Nancy Gutiérrez Lozano y el joven Apolonio Hernández Gutiérrez los requisitos exigidos en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003 para ser beneficiarios del señor Gabriel de Jesús Hernández Hernández?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

DERECHO A LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003.
Causada la pensión de sobrevivientes en los términos establecidos en el artículo 46 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, le corresponde a los beneficiarios para acceder al derecho, acreditar los requisitos exigidos en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003.

En el caso de los hijos, establece el literal c) de la norma en comento, que tendrán derecho a la prestación económica, aquellos que a la fecha del deceso tengan cumplidos menos de 18 años; mientras que quienes estén en el rango de 18 a 25 años de edad, deberán acreditar para aspirar al derecho, que dependían económicamente del causante por estar incapacitados para trabajar en razón de sus estudios; y finalmente todos aquellos hijos inválidos, siempre y cuando demuestren que dependían económicamente del progenitor fallecido.
Ahora, cuando quienes aspiran a ser reconocidos como beneficiarios alegan la calidad de compañeros permanentes, establece el literal a) ibídem que deberán probar que estuvieron conviviendo de manera continua e ininterrumpida con el causante, por lo menos dentro de los cinco (5) años anteriores al deceso.

EL CASO CONCRETO

No es objeto de controversia, que el señor Gabriel de Jesús Hernández Hernández fallecido el 26 de diciembre de 2015, como consta en el registro civil de defunción –fl.56-, dejó causada con su deceso la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios, al habérsele reconocido la pensión de vejez por medio de la resolución Nº 3230 de 1º de enero de 1988, tal y como se acredita en la resolución Nº GNR 76375 de 11 de marzo de 2016 –fls.17 a 19-, prestación económica que para el momento del fallecimiento ascendía al salario mínimo legal mensual vigente.
En esas circunstancias y estando en sede de consulta, lo que corresponde verificar es si el joven Apolonio Hernández Gutiérrez y la señora Nancy Gutiérrez Lozano acreditaron los requisitos previstos en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, norma que se encontraba vigente para el 26 de diciembre de 2015, para ser beneficiarios de la pensión de sobrevivientes que dejó causada el señor Hernández Hernández.

Respecto al primero, no hay duda en que tiene derecho a que se le reconozca como beneficiario del causante, pues como se ve en el registro civil de nacimiento –fl.19- él es hijo del señor Gabriel de Jesús Hernández Hernández y para el 26 de diciembre de 2015 tenía cumplidos 17 años 10 meses y 23 días de edad, al haber nacido el 3 de febrero de 1998, siendo del caso señalar, que como no se acreditó en el proceso que después de haber cumplido los 18 años de edad el 3 de febrero de 2016 continuó estudiando, su derecho no puede extenderse más allá de ese calenda.
En este punto es necesario precisar que si bien en el plenario quedó acreditada la existencia de otros dos hijos del causante, esto es, las señoritas Natalia y Yakeline Hernández Gutiérrez, pues de ello dan fe los registros civiles de nacimiento –fl.8 y 9-, la verdad es que de acuerdo con esos mismos documentos, para el 26 de diciembre de 2015 ellas tenían cumplidos 20 y 18 años de edad respectivamente, sin que obre en el plenario que se encuentran cursando estudios, razón por la que no era posible reconocer en su favor la pensión de sobrevivientes causada con la muerte de su progenitor.
En lo que corresponde al derecho pensional reclamado por la señora Nancy Gutiérrez Lozano, sea pertinente manifestar que la Administradora Colombiana de Pensiones por medio de la resolución Nº GNR 76375 de 11 de marzo de 2016 negó la prestación económica argumentando que debido a investigación efectuada por un grupo especializado en el tema, llegaron a la conclusión que no existió convivencia de forma constante e ininterrumpida entre los compañeros permanentes.

No obstante lo expresado por la entidad en sede administrativa, la verdad es que al presente ordinario laboral no fue allegado el soporte que la llevó a negar la prestación económica a la peticionaria, pues al dar respuesta a la demanda y en el expediente administrativo anexado en medio magnético –fl94 vto- no se adjuntó la investigación realizada por el grupo especializado designado por Colpensiones.
Por el contrario, al revisar el expediente administrativo, se observa sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira el 7 de septiembre de 2007 por medio de la cual se le reconocen al causante los incrementos pensionales por hijos y compañera permanente a cargo, estableciéndose en aquel proceso que el señor Hernández Hernández y la señora Gutiérrez Lozano venían sosteniendo una convivencia continua e ininterrumpida de tiempo atrás, que le permitía al pensionado acceder a ese derecho.

Aunado a ello, la parte actora solicitó que fueran escuchados los testimonios de los señores Oliverio Luna, José Gabriel Maldonado y Rafael Antonio Morales Ortiz, quienes dijeron conocer a la familia Hernández Gutiérrez compuesta por el causante, la demandante y los tres hijos vinculados al proceso desde hacía 18, 7 y 5 años respectivamente, dando fe que durante esos tiempos pudieron constatar que los compañeros permanentes convivieron de manera continua e ininterrumpida hasta el momento del deceso del señor Gabriel de Jesús, describiendo de manera coherente los lugares en los que habían vivido de acuerdo al conocimiento que habían adquirido con el paso del tiempo como amigos y vecinos, detallando por ejemplo como en los primeros años de la relación, por la época en la que nació la hija mayor, Natalia, su convivencia se asentó en una finca en el Municipio de Balboa, donde nacieron también los otros dos hijos, y solo trasladándose años más tarde al municipio de La Virginia, en donde estuvieron muy poco tiempo debido a una afectación en la salud que sufrió uno de los menores de edad en ese entonces, lo que los llevó a trasladarse al Municipio de Pereira y posteriormente al de Dosquebradas, ubicándose inicialmente en el barrio la divisa y luego en las acacias; siendo testigos de la unión familiar, de los padecimientos del señor Gabriel de Jesús, los cuidados brindados por su compañera permanente hasta la fecha de su deceso ocurrida el 26 de diciembre de 2015 a causa de un cáncer de pulmón.
De acuerdo con lo expuesto, no queda duda que la señora Nancy Gutiérrez Lozano y el señor Gabriel de Jesús Hernández Hernández existió una relación marital de hecho en la que hubo una convivencia continua e ininterrumpida superior a los cinco años anteriores al deceso que exige el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003; motivo por el que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes que reclama.

Como lo estableció la falladora de primera instancia, la prestación económica estará se reconocerá a partir del 26 de diciembre de 2015 en cuantía mensual equivalente al salario mínimo legal vigente y por 13 mesadas anuales, correspondiéndole al joven Apolonio Hernández Gutiérrez y a la demandante el 50% de la misma hasta el 3 de febrero de 2016, acreciendo a partir del día siguiente la porción de la actora, debiendo percibir desde ese momento el 100% de la pensión.

Conforme lo ordena el artículo 283 del CGP, se procederá a actualizar la condena, tal y como se observa en el siguiente anexo que se pone de presente a los asistentes y que integrará el acta que se levante con ocasión de esta audiencia, advirtiendo que ninguna de las mesadas causadas se encuentran prescritas.

Según el anexo, tiene derecho el joven Apolonio Hernández Hernández a que se le reconozca por concepto de retroactivo pensional generado entre el 26 de diciembre de 2015 y el 3 de febrero de 2016, la suma de $432.896, como acertadamente lo estableció la a quo; mientras que la señora Nancy Gutiérrez Lozano tiene derecho a que se le reconozca por ese mismo concepto la suma de $31.159.592, causada entre el 26 de diciembre de 2015 y el 30 de abril de 2019; debiéndose modificar entonces el ordinal tercero de la sentencia objeto de consulta, pero únicamente con el fin de actualizar la condena de la señora Gutiérrez Lozano como ya se advirtió.
En cuanto a los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, al haber elevado la señora Nancy Gutiérrez Lozano la reclamación administrativa el 18 de enero de 2016, como se aprecia en la resolución Nº GNR 76375 de 11 de marzo de 2016 –fls.17 a 19-, tendría derecho a que se le reconocieran los mismos desde el 18 de marzo de 2016 y no desde el 11 de junio de 2016 como lo estableció la falladora de primera instancia, sin embargo, como esa decisión no fue controvertida por la parte actora, se conservará dando aplicación al principio de la no reformatio in pejus.
Respecto a los intereses moratorios ordenados en primera instancia a favor del joven Apolonio Hernández Gutiérrez, no es posible reconocerlos a su favor desde 11 de junio de 2016 ya que él no hizo reclamación del derecho a la Administradora Colombiana de Pensiones, privando a la entidad de realizar el análisis pertinente en sede administrativa, sin embargo, a partir del 8 de marzo de 2017 cuando fue vinculado al proceso, la entidad demandada tenía el deber de reconocer la prestación económica a favor del menor de edad, razón por la que los referenciados intereses moratorios se reconocerán a partir de esa calenda y hasta que se efectué el pago total de la obligación.

Bajo esos presupuestos, se modificará también el ordinal cuarto de la sentencia proferida el 5 de abril de 2018 reconstruida el 24 de agosto de esa anualidad.
Sin costas en esta sede.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales TERCERO y CUARTO de la sentencia consultada, los cuales quedarán así:
“TERCERO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar por concepto de retroactivo pensional, los siguientes valores:
A. A favor del joven APOLONIO HERNÁNDEZ GUTIÉRREZ la suma de $432.896 causado entre el 26 de diciembre de 2015 y el 3 de febrero de 2016.

B. A favor de la señora NANCY GUTIÉRREZ LOZANO la suma de $31.159.592 causado entre el 26 de diciembre de 2015 y el 30 de abril de 2019.

CUARTO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar los intereses moratorios previstos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, de la siguiente manera:

A. A favor del joven APOLONIO HERNÁNDEZ GUTIÉRREZ a partir del 8 de marzo de 2017 y hasta que se efectué el pago total de la obligación.
B. A favor de la señora NANCY GUTIÉRREZ LOZANO a partir del 11 de junio de 2016 y hasta que se verifique el pago total de la obligación.”.

SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia que por consulta se ha conocido. 
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
       ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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